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Por el contrario. resulta razonable estimar que el
alt 79.3 LP.A. era aplicable al presente supuesto. de
manera que la notificación. aun errónee (como reconoca
el propio Juzllado) debió surtir efectos al interponerse
la correspondiente demanda. que. por ello. quedaba den­
tro del plazo legalmente nftaledo.

5. Sellala el Ministerio Fiscal que. aun admitiendo
la existencia de una notificación que inducia a error.
ello no condujo a la indefenlión de los recurrentes. que
contaban con la asistehCie tknica del Letrado. Pero tal
argumento no es aplicable en el presente caso. por cuan­
to que allo no desvirtúa el hecho de que. efectivamente.
la Administración indujo e error a los recurrentes y se
aprovechó en el proceso. conscientemente. de ese mi&­
mo error. Le protección de los administredos frente a
las irregularidades administrativas que lleva a cabo la
LPA no n hace depender de le presencia o no de
letrado. ni cabe suponer que n hace de peor condición
a aquéllos asistidos por dirección tknica letrada. Si bien
las indicaciones que sobre la irrecurribilidad de sus actos
hagan las Administraciones Públicas carecen da fuerza
vinculante para las partes (STC 78/1991) que pueden
asl razonablemente discutirlas. no puede considerarse
falta de diligencia de la parte. en virtud da los principios
de buena fe y de pleno sometimiento a la Ley y al Dere­
cho (art. 103 de la C.E.) que deben regir la actuación
de la AdminiStración. el seguir las instrucciones conte­
nidas en las notificaciones administrativas. relativas 8
los recursos procedentes y plazos para interponerlos.
lo contrario supondrla colocar a los ciudadanos en una
situación de inseguridad ante las notificaciones adm~
nistrativas y vendrla en eliminar la garantla que supone
para el administrado la regulación legal de los requisitos
de esas notificaciones.

Deba concluirse. por tanto. que la interpretación de
los requisitos de admisibilidad de la demanda efectuada
por los órganos jurisdiccionales no ha respatado el dere­
cho de los recurrentes a la tutela judicial efectiva reco­
nocido por el alt 24.1 C.E.• por lo que procede conceder
el amparo solicitado.

FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE lA NACIONEsp~

Ha decidido

010rgar el amparo solicitado y. en su virtud

1.0 Declarar la nulidad de las Sentencias del Juz­
gado de ID Social núm. 21 de Madrid. de 3 de mayo
de 1989. y del Tribunal Superior de Justicia de la Comu­
nidad de Madrid. de 7 de noviembre de 1989. confir­
matoria de la anterior.

2.0 Reconocer el derecho de la solicitante a la tutela
judicial efectiva.

3.0
. Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­

tamente anterior a la Sentencia del Juzgado de ID Social
núm. 21 de Madrid. para que se dicte otra sin que pueda
apreciarse la caducidad de la acción.

Publlquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estadoj).

Dada en Madrid. a dieciséis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-luis lópez Guerra.-Eugenio Dlaz
Eimil.-Alvaro Rodrlguez Bereijo.-José Gabaldón
lópez.-Julio Diego Gonzélez Campos.-Carles Viver
i Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

27993 SaJa Sagunda. Sentencia 195/1992. de 16
de noviembre. Recurso de amparo
2.616/1990. Contra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo por la que se decla­
ra inadmisible por falta de le¡¡itimación recur­
so contancioso-administratlvo. Vulneración
daJ denscho a la tutela judicial efectiva: inter­
pretación no favorable de los aniculos 26 y
32 LJ.CA. a la efectividad 11el derecho (in­
terés legitimo para recurrir).

. Le Sala Segundal del Tri6unal Constitucional. com­
puesta por. d,?n luis l6paz Guerra. Presiden~e. don Euge­
nio Dlaz Elmll. don Alvaro Rodríguez 8erelJo, don José
Gabaldán lópaz. don Julio Díego Gonzélez Campos y
don Caries Viver i P~Sunyer. Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

le siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.616/90. promovido
por la Asociación de Puertos Deportivos y Turísticos de
Baleares. re[lresentada por el Procurador don Argimiro
Vázquez Gulllén, y asistida del Letrado don Josep Meliá.
contra la Sentencia de 4 de abril de 1990 de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo. por la que se declara inad­
misible por falta de legitimación el recurso núm. 193/88.
Han sido partes el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado. y Ponente el Magistrado don Julio Diego Gon­
zélez Campos. quien expresa el parecer de la Sela.

l. Antecedante.

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el día 14 de noviembre de 1990. don Arg..
miro Vázquez Guillén. Procurador de los Tribunales. en
nombre y representación de la Asociación de Puertos
Deportivos y Turlslicos de Baleares. interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de 4 de abril de 1990
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo. por la que se
declara inadmisible por falta de legitimación el recurso
núm. 193/86.

2. Le demanda se basa en los siguientes hechos:
A) Le Asociación de Puertos Deportivos y Turlsticos

de Baleares. se constituyó el 27 de marzo de 1984 de
conformidad con lo dispuesto en la ley 19/1977. de
1 de abril. y el Real Decreto 873/1977. teniendo como
objeto la coordin~ción de los interases comunes y empr.e­
sariales de sus miembros, en los aspectos náutiCOS. tuns·
ticos. técnicos. económicos. laborales. tributarios. orga­
nizativos. etc... La mencionada Asociación interpuso ante
la Sala Tercera del Tribunal Supremo. recurso conten­
cioso-adminístrativo que fue registrado con el núm.
193/86. contra la Orden del Ministerio de Obras Públic~s

y Urbanismo (MOPU) de 14 de febrero de 1986 (<<BoletlO
Oficial del Estado» de 22 de febrero). sobre aplicación
de tarifas por servicios generales y específicos en los
puertos dependientes de la Administración del Estado.
solicitando ~ue se anula~n las dispos!ciones referentes
a la tarifa G-5 -embarcaCiones deportivas y de recreo-.
y que se declarase el derecho de los usuarios de dichas
ambarcaciones a la devolución de las cantidades ingre­
sadas en concepto de abono de dicha tarifa. por la uti­
lización de instalaciones de concesionarios de puertos
deportivos. desde su entrada en vigor.
. B) Por Sentencia de la mencionada Sala de 4 de
abril de 1990. se declaró la inadmisibilidad del recursO
por falta de legitimación activa. Se sellala en la Sentencia
Impugnada que la tarifa G-5 prevista en la Orden del
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MOPU de 14 de febrero de 1986. no afecta a los miam­
bros intagrantas da la Asociación da Puertos D8ponivos
y Turlsticos da Baleares. que egrupa a un colectivo de
titulares o peticionarios de una concasión del Estado
o del Gobierno autónomo. ni como IUjetOS pasivos ni
como perceptores da la citada tarifa. concebida única­
mente para los eventuales usuarios de sus instalaciones
y servicios ponuarios.

3. Le Asociación demandante en amparo imputa a
la Sentencia recurrida la vulneración del darecho fun­
damental a la tutala judicial afectiva garantizado an el
an. 24.1 C.E.• al declarar inadmisibla el recurso con­
tancioso-administrativo formulado contra la Orden del
MOPU de 14 de febrero de 1986 por falta de Iegit~
mación activa. y por consiguiente no antrer a examinar
el fondo del asunto.

En primer término en la demanda se sellala. que la
Asociación recurrente tiene interés directo del an. 28.1.
b). de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administra­
tiva (L.J.CA). As!. se sostiene. que el art. 4.' de la Ley
de Puenos y Feros 18/1985. y de la regla novena de
la tarifa G-5 de la Orden recurrida. al estabiecar aquél
el hecho tributario en los servicios generales prestados
a las embarcaciones y ésta las formas da devengo. haca
formar pana al club concesionario da la relación jurldica
tributarla. pues por un lado sus relaciones jurldicas con
los socios o usuarios -sujetos pasivos directos 8 los
cuales se le prestan los servicios por eI'concasionari~
constituyen el hecho jurldico tributario y por otro res­
pecto al devengo. o bien se constituye en responsable
de impuesto liquidando la tarifa mediente un pane dierio
e entregar .al organismo ponuario [""Ila novena a)]. o
bien. se subroga en la obligación del sUjeto pasivo direc­
to. concenando el abono. para obtener raducciones en
la liquidación global [regla novene bl].

Pero además. sé allade. aún cuando se entendiera
que este interés de los clubes concasionarios en la anu­
lación de la tarifa G-5 nó pueda ser calificado de directo.
el art. 28.2 b) LJ.C.A. interpretado a luz del an. 24.1
C.E.. impone el que toda intarés individual o social tuta­
lado por el derecho indiractamente con ocasión de la
protección dal interés general. y no. configurado como
derecho subjetivo. deba calificarse como interés lellltimo
y. en consecuencia. toda disposición o acto que Incida
en el ámbito de su interés 18Qltimo. puade ser impugnada

. por su titular. y asi lo ha manifastado el Tribunal Cons­
'titucional en las SSTC 126/1984.4/1985 y 24/1987.

Finalmente se concluye menifestando. que los clubes
concesionarios o centros náuticos. V que están repre­
sentados en el proceso por la Asociación de todos. son
antidadas constituidas legalmente para velar por los inte­
reses económicos de sus socios -sujetos pasivos del
impuesto al ser propietarios o patrones de embercacio­
nes-. y como tales estos clubes estén legitimados a
tenor del art. 32 LJ.C.A. En este sentido se ha pronun­
ciado también el Tribunal Constitucional en la STC
24/1987. an el ceso da-une asocieCión de fiscales que
el Tribunal Supremo le negó legitimación pera recurrir
un nombramiento da un Fiscal.

En vinud de lo expuesto suplica. que se dicte Sen­
tencia otorgando el amparo. y en conI8Cuencia se reco­
nozca el darecho e la tutela judicial efectiva ajercitado
por la Asociación recurrante y la restablezca en la inte­
gridad de dicho darecho. anulando la Sentencia dictada
por la Sala Tercara de lo Conteneioso-Administrativo en
el recurso núm. 193/86. y acordando retrotraar las
actuacionas judiciales al momento inmediatemente ante­
rior a haber sido dictada para~ se proc8da a dictar
otra nueva. en la que reconocl'ndosa la Iegitimeción
activa de la recurrente. se r_lvan las damás cues­
tiones planteadas an el proceso.

4. Mediante providencia de 11 de marzo de 1991
de la Sección Cuane. se acordó admitir a trámite la
demanda de amparo formulada. y a tenor del art. 51
LOTC. requerir a la Sala Tercera del Tribunal Supremo.
para que en el plazo de diez dias remitiera ceniflcación
o fotocopia advereda de las aClU8ciones correspondien­
tes al presente recurso de amparo; interesándose al pro­
pio tiempo que por el órgano judicial se emplazase a
quienes fueron parte en el procedimiento. para que en
el plazo de diez dlas pudieran comparecer en este pro­
ceso. haciéndose constar en dicho emplazamiento la
exclusión de quienes quisieran conadyuvar con la enti·
dad recurrente o formular cualquier impugnación y les
hubiera transcurrido el plazo para recurrir.

5. El dla 20 de marzo de 1991 presentó escrito
el Abogado del Estado personándose.

Le Sección Cuana por providencia de 9 de mayo de
1991 acordó acusar recibo al Tribunal Supremo de las
actueciones recibidas. taner por comparecido el Abo­
gado del Estado en representeción de la Administración.
y dar vista de las actuaciones a la Asociación solicitante
de amparo. al Abogado del Estado y al Ministerio Fiscal.
para que en el plazo de veinte dias pudieran presentar
las alegaciones que estimaran pertinentes. de confor-
midad con el en. 52.1 LOTC. •

El Abogado del Estado presentó escrito de alegacio­
nes el dla 28 de mayo de 1991 interesando la deses­

. timación del recurso de amparo. Comienza el Abogado
del Estado menifestando que el contenido normal del
derecho a la tutela judicial efectiva consiste en obtener

. una resolución de fondo. pero ello no impide que el
derecho también se ..tisfaga cuando la resolución es
de inadmisión. siempre que se dicte en aplicación razo­
nada de una causa legal. debiendo el razonamiento res­
ponder e una interpratación de las normas leilales de
conformidad con la Constitución y en el sentIdo más
favorable a la efectividad de la norma fundamental (STC
126/1984).

A continuación, entra a examinar si la Asociación de
Puertos Oeponivos y Turfsticos de Baleares tiene interés
legitimo para impugnar le Orden de 14 de febrero de
1986 reguledora entre otras. de la denominada tarifa
G-5. El interés legitimedor para la impugnación o el con­
trol de los actos de la Administración. requiere. como
mlnimo cualquiera que sae el calificativo que se le apli­
que ....Iegitimo» según la Constitución o «directo» con­
forme a la LJ.C.A.- que derive directa o indirectamente
de una norma jurldica (STC 93/1990). Pera el repre­
sentante de la Administración la Asocieción recurrente
no la integranlos usuarios de las instalaciones portuarias.
ni tampoco persigue la defensa de sus intereses. Asi.
de conformidad con el art. 1 de los Estatutos de la Aso­
ciación demandante. le misma agrupa a los titulares o
peticionarios de une concesión del Estado o de la Comu­
nidad de Baleares de puenos de atraque al emparo de
les leyes de puenos. puenos deponivos o de costas.
y entre los fines que persigue dicha Asociación son la
gestión y coordinación de los intereses comunes o
empresariales de sus miembros en los aspactos eco­
nómico. tributario. ... Le STC 48/1984 datermina que
para que el derecho consagrado en el en, 24.1 C.E.
entre en juego. es preciso que lo que se reclama en.
el proceso .sea un derecho o un interés legitimo del
ciudadano que reclama el amparo. Ello excluye. natu­
ralmente. la hipótesis de que quien es o puade ser pane
en el proceso actúa y defiende intereses de otro». Y
esta última circunstancia es la que concurre en el pre­
senta supuesto "'llún el Abogado del Estado.

A continueción se enaliza ai le Asocieción deman­
dante como representente. exclusivamente. de los peti­
cionarios o edjudicetarios de concesiones de puertos
de etraque en puenos daponivos o de recreo resulta



72 Viernes 18 diciembre 1992 BOE núm. 303. Suplemento

afectada directa o indirectamente por la Orden. le Ley
18/1985. de 1 de junio. de Puertos y Faros. regula en
el arto 4 la denominade tarifa G-5 que comprende «los
servicios generales pr.s~d08)J 8 la~ emba~cacjones

deportives o de recreo. siendo al sUjeto peslvo de le
tarifa «el propietario de la embarceción. su representante
autorizado y. subsidiariamente. el capitán o patrón de
la misma.. Por otro lado. la Orden del MOPU de 14
de febrero de 1986 que d!,sarrolle el indicado precepto
legal. determina en la promera de las reglas r,!la~vas

a la tarifa' G-5 que la misma. «comprende la utilización
por las embarcaciones deportivas y de recreo. y por sus
tripulantes y pasajeros. de las aguas del puerto y sus
instalaciones». ssr como de determinados serviCIOS que
la disposición enumera. Por tanto. para el Abogado del
Estado es evidente que esta disposición no afecta de
modo directo a los concesionarios de puerto de atraque
en puertos deportivos o de recreo. • .

Finalmente. también para el representante de la Admi­
nistración la Orden no afecta indirectamente a los Inte­
reses de lá Asociación demandante. Pues el interés indi­
recto no puede ser entendido en términos tan amplios
que pueda considerarse que es el que afecta al sector
de los puertos deportivos o de recreo. Ha de existir una
relación que. aunque indirecta. sea inmedieta. entre la
norma qpe se pretende impulln'!r y equ~1 que tiene lege
timación para hacerlo. No eXistiendo dIcha relación en
el presente supuesto. y asl la Orden no impone ninguna
obligación de pago a los titulares de concesiones sobre
puertos de atraque. y el que le tarifa grave la utilización
de las instalaciones de los conceaionerios de puestos
de atraque por las embarcaciones no afecta sino al ejer­
cicio de potestades que son orl\llnaroemente aclmlnse
trativas. Y por otro lado. la regla novena .parmlte 9ue
los concesionarios concierten con el usuario de las Ins­
talaciones el abono de la tarifa al Organismo portuario.
Ello no es sino una mera facultad que se otorga al co""
cesionario que si no es ejercitada determinar~ que la
liquidación se realice directamente por el usuaroo de las
instalaciones al Organismo portuario.

6. El dla 29 de mayo de 1991 el Procurador don
Argimiro Vázquez Guillén. en nombre y representación
de la Asociación recurrente. presentó escroto de alega­
ciones. ratificándose en las manifestaciones efectuadas
en la demanda de amparo.

Por su parte. el Ministerio Fiscal presentó escrito de
alegaciones el dia 6 de junio del citado a~o interesando
la estimación del recurso de amparo. Comienza el MIniS­
terio Fiscal rechazando la tesis de la parte demandante.
sobre que es una Asociación constituida para velar los
intereses económicos de sus socios. que son los suj810s
pasivos del impuesto al ser propietarios o patrones de
embarcaciones. Para el Ministario Fiscal la Asociación
demandante no reúne a los propietarios O patrones de
embarcaciones. sino a 181 empresas concesionarias de
puestos de atraque. al emparo de lea leyes de puertos.
puertos deportivos y costas. y dado que los obligados
al paqo del impuesto no son los puertoa sino los pro­
pietarIOS de las embarcaciones. no puede entenderse
que sea titular de un interés directo. ni por si misme
ni por delegación o representación de los intereses de
sus miembros.

Ahora bien. añade el Ministerio Fiscal. diche circuns­
tancia ni resuelve por sI sole el problema. dado que la
Constitución y la doctrina del Tribunel Constitucional ha
venido a ampliar la legitimación activa a los titulares
de un interés que. aun no siendo directo. sea legItimo.
citado en la STC 97/1991. De acuerdo con este doctrona.
ni la Asocieción demandente ni los cluba concesionarios
de las instalaciones cuyo uso se grava. son sujetos pasi­
vos del tributo; únicamente~ propietarios .i1e les ember­
caciones ostentan tal condICión. Ahora bien. el hecho

imponible es precisamente el uso de las instalaciones
propias de los clubs o cen~ro~ náuticos hoy recurr~nte~.
En consecuencia, la ASOCiaCión recurrente se ve Impli­
cada en releción jllrídica tributaria y afectada por ella.
existiendo un interés económico indudable, pues un
aumento en el importe de la tarifa a satisfacer por el
uso de los puertos. puede reparcutir de forma sensible
en la utilización de los mismos por parte de los obligados
al pago de la misma.

De otra parte. la regla novena. da la tarifa G-5 de
la Orden impugnada, establece un slstama de liquidación
de la misma que implica directamente a los conceStO-­
narios de puertos: son ellos quienes deb.erán encargarse
de la liquidación diarie de la tarifa, o. bIen concertar su
abono directo. subrogándose en la obligaCión de los sUJe­
tos pasivos. Ello supone la necesidad del establecimiento
de una infraestructura a tal efecto, con los gastos y la
responsabilidad de ello derivados. .

En definitiva, para el Ministerio Fiscal. la interpreta­
ción llevada a cabo parla Sala Tercera del Tribunal Supre­
mo de negar legitimación activa a la Asociación recurren­
te no es en atlsoluto la más favorabla a la efectividad
del derecho fundamental a la tutela judicial. debiendo
prosperar el recurso de amp~r~. reconociéndose el men­
cionado derecho a la AsOCiaCión demandante, anulá,,"
dase en consecuencia la Sentencia impugnada. y retrCa
trayéndose las actuaciones a! momento inmedia~amente
anterior a la misma. para que en su IUQsr se dicte otra
que. reconociendo la legitimación activa de la parte
recurrente. resuelva sobre el fondo del modo que estime
más oportuno.

7. Por providencia de 29 de octubre de 1992. se
señaló para la deliberación y votación del presente recur­
so de amparo el dla 16 de noviembre siguiente.

n. Fundementos jurldicos

, . El presente recurso de amparo se centra en dillr
cidar si la Sentencia de 4 de abril de 1990 da la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, al declarar inadmisible
por falta de legitimación activa el recurso contencioso-ad­
ministrativo núm. 193/86. ha vulnerado el derecho a
la tutela judicial efectiva garantizado en el arto 24.1 C.E.

le parte demandante de amparo. la Asociación de
Puertos Deportivos y Turisticos de 8aleares, formuló
recurso contencioso-administrativo contra lo dispuesto
sobre la denominada tarifa G-5. correspondiente a
embarcaciones deportives y de recreo, en la Orden del
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo de 14 de febre­
ro de 1986, sobre aplicación de tarifas por .servlclos
generales y espacíficos en los .puertos dependIentes de
la Administración del Estado. Dicha Asocleclón mantiene
que, en contra de lo que se afirma en la Sentencia recurrt­
da. tiene el interés directo previsto en elart 28 LJ.C.A..
y en todo caso, ostenta I;'n interés legitImo. Y que, por
otro lado los concesionenos de clubs o cantros náuticos,
que están representedos por la Asociación demandante
en ampero. son entidades co~stituidas legalmente 'para
velar por los intereses económicos de sus SOCIOS, sUjetos
pasivos del impuesto al ser propietarios o patrones de
embarcaciones y. como tales. estos clubs están leglte
mados ~ tanor del arto 32 LJ.CA.

2. Una vez delimitado asl el tema. planteado en la
demanda de ampero, para determinar SI se ha respetado
el derecho invocado conviene recordar. de. forma some­
re cuál es el contenido dado por este Trobunal en ree
tarada doctrina al derecho a la tutela judicial efectiva
reconocido en el art 24.1 C.E.

El contenido normal del mencionado derecho. co""
siste en obtener'una resolución de fondo, paro ello no
impide que el derecho también se satisfega cuando la
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resolución eS de inedmisión. siempre que se dicte en
eplicación razoneda de una causs legal. debiendo el razo­
namiento responder a una interpretación de las normas
Iegalés de conformidad con la Constitución V en el se....
tido más fevorable paré la efectivided del derecho fu....
damental. Por tanlo. aunque el recurso de amparo no
es una tarcera instancia que~ por objeto idóneo
el revissr la interpretación V aplicación que los 6rganos
judiciales hagan delale¡lalidad. procederá. en todo caso.
examinar si la causs de lnadmisión que impide el acceso
a la resolución de fondo es irTazonable o irrazonaaa o
está basade en una interpretación restrictiva que pueda
resultar desfavorable para la efeetjvidad del conlenido
normal del derecho (SSTC 126/1964. 4/1966.
24/1967.93/1990 V32/1991, entre otrasl.

Por O1ra parte. cuando la causs de inadmisión se fu....
da. como ocurre en el pressnta supuesto. en la falta
de legitimación ectiva. la doctrina expuesta cobra si....
guiar relieve. va que como dica'la $lC 24/1967. V en
el mismo senlido la STC 93/1990. «al concader el art.
24.1 C.E. el derecho e le Mela judicial a todas las par·
sonas que sean titulares de derechos e intareses legl·
timos está imponiendo a los Jueces V Tribunales la obl~
gación de interpretar con amplitud las fórmulas que les
leves Focasales utilican en orden a la atribución de leg~

tima<:lónaetíve para aecader a los procesos judiciales
V. entre ellas. la de -Interás directo • que se contiene
en el art. 26.1. al. de la LeV de la Jurisdicción CO....
tencioso--Admínistrativa.»

Concretamante. respacto al interés directo previsto
en elart. 26.1. a). LJ.C.A.. como critario de legitImación
necesario para formular recurso contencio$o-administra­
tivo. hamos dicho que despuás de le Constitución. V
a la luz del art. 24.1 de la misma. hav que entenderlo
sustituido por el criterio más amplio de interés legitimo.
identificable con cualquier ventaja o utilidadjurldica der~
vada de la reparación pretendida (SSTC 60/1962.
62/1983.267/1988 V 9711991. V ATC 366/1989).
Debiéndose entender igualmente; después de la vigencia
de la Constitución. que para impugnar una Disposición
de carácter general es aplicable como regla común de
legitimación le del apartado a) del mancionade arto 28.1
LJ.CA.. V no la del apartado b) del mismo precepto
legal (SSTC 160/1966 v.24/1987¡v ATC 62011987).

3. Partíendo de.lo anterior. es preciso examinar la
inadmisión del recurso impugnatdl-io de una disposición
general. como es el caso dé la Orden mini.sterial de 14
de febrero de 1986. por falta de legitimación de la enti·
dad recurrenta en amparo. V si la solución contenida
IIn la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo
aqul recurrida ha interpretado con amplitud V en el se....
tido más favorable a la efectividad del derecho a la tutela
judicial reconocido en el art. 24.1 C.E. la exigencia del
arto 28.1. a). en relación con el 32 L.J.C.A. Teniendo
en cuenta. a liste fin. el interés invocado por la Asociación
demandante en que basa la legitimación que le ha sido
denegada V las circunstancias concurrentes en el pre-
sente caso. _

La Sentenci. de l. Sela Tercera del Tribun.1 Supremo.
h. fundamentado la f.'ta de legitimación de la Asocie­
ción hoy recurrerite en lo dispuesto en el art. 4 de la
Lev 18/1986. de 1 de julio. de Puertos V Faros.·que
estableció la tarifa G-6 para los servicios prest.dos e
I.s embllrcaciones deportivas V de recreo. Disposición
que determina que los sujetos obligados .1 pago de dicha
tarifa son .el propietario de la embarcación o su repre­
sentante autorizado V subsidiariamente. el capitán o
patrón de le misma.; por lo que no se comprende en
ningún caso a los titulares de los puertos de atraque
de les embllrcaeiones. por si solos O agrupados en una
Asociación. De otra parte. en relaeíón con la regle novene
de la tarife .G-6.... tenor de la Orden ministerial de 14

de 'librero de 1986. la Sentencia aqul recurride há co....
siderado que si bien .estableee un sistema opcional. de
liquidación directa de la tarifa por 111 organismo portuario
el sujeto pasivo o de concierto que mediante la subro­
gación del concesionerio en la obligación del sujeto pasi­
vo. asume el primaro el abono de la tarifa al organismo
portuario•• esta alternativa en ningún caso hace que el
concesionario &8a al destinatario de su importe. Por lo
que ha estimado, en definitiva. que los concesionarios
de puertos deportívos V turlsticos de 8aleares. V la Aó'-"

• ciación que los agrupa. carecen de interés legitimo para
impugnar partículares de dicha Orden ministerial. que
no les afecta «ni como sujetos pasivos. ni como per­
ceptores de la tarifa G-6. concebida únicamente para
los eventuales usuarios de sus instalaciones y servicios
portuarios,»

La anterior ju'tificación no puede considerarse en
modo alguno que see ni ¡rrazonada ni arbitraria. Ahora
bien. no resulta acePtable desde una interpretación con·
forme a la Constitución del arto 28 LJ.CA. en el sentido
más favorable a la efectivided del derecho a la tUi"la
judicial efectiva reconocido en el art. 24.1 C.E. cuando.
como aqul es el caso. se trata de impugnar una Dis­
posición lIeneral que establece una tarifa sobre las
embarcaCIones deportivas V de recreo por la utilización
de los puertos en general V. eventualmente. de las ins­
talaciones de amarre V atraque de los mismos.

4. En efecto. como se ha dicho' anteriormente. a
partír de la Constitución la noción de interés directo como
requisito de legitimación del arto 28 LJ.C.A. ha quedado
englobado en el concepto más amplio de «interés legl·
timen por obra de sU arto 24.1. precepto que precise­
mente emplea esta expresión en relación con el derecho
a la tutela judicial efectiva. Interés legftimo. real Vactual.

. que puede ser tanto individual como corporativo o col"!.(".·
tivo V que tambián. puede ser directo o indirecto. en
correspondencia con la mayor amplitud con la que se
concibe en el texto constitucional la tutela judicial de
la posición del administrado V le correlativa nacesidad
de fiscalizar el cumplimiento de la legalidad por parte
de la Administración. Lo que se ha manifestado. muy
claramente. en el art. 7.3 L.O.P.J.. adoptada con pos­
terioridad a la Constitución (Ley Orgánica 66/1986.
de 1 de julio). . .

Pues bien. como acertadamente ha puesto de relieve
el Ministerio Fiscal. el hecho imponible de la tarifa G·6
as. precisamente. el uso de las instalaciones de los puer·
tos de atraque de los concesionarios e los que la Aso­
ciación recurrente representa. por lo que la cuantía de
dicha tarifa o su eventual aumento. al repercutir sobre
el uso de las instalacionas. indudablemante genera un
inlerés económico tanto de los concesionarios como de
la Asociación. interés cuva defensa se le confla en los
estatutos de esta última. De igual modo. aunque los suje­
tos pasivos de la tarifa son los usuarios de los puertos.
la regla novena de la Orden ministerial de 14 de febrero
de 1986 no prescinde totalmante de los concasionarios
de aquéllos. pues estableca un sistema de liquidación
·en el que éstos rueden intervenir. Como se ha dicho
antes. respacto a ebono de la tarifa G-6 por las embar·
eaciones que usan Iaa instalaciones de los. puertos el
concesionario puede optar por la liquidación directa al
sujeto pasivo en base a un parte diario a entregar por
el cantro o club o bien concertar directamente el abono
de la tarifa. subrogándose en la obligación que incumba
a los sujetos pasivos.

Cilbe estimar. _s. que el régiman de /a tarija G-6
afecta. aunque sea indirectamente. a los concesionarios
de puestos de atraque de puertos deportivos V turfsticos.
pudiendo ástos obtaner de la impugnación de /e Orden
ministerial de 14 de febrero de 1966 una utilidad jurídica
o una ventaja de la reparación que pretenden ante los
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Tribunalas da Justicia. lo que consecuentemente entrallé
un intérés legitimo. Utilidad y ventaja que lógicamente.
se extiende a la Asociación demandante de amparo. que
representa a dichos concesionarios en el ámbito terri­
torial de la Comunidad Autónoma de Baleeres.

Por tanto. al tener le parte recorr8nte un interés legi­
timo. se halla legitimada conforme el ar!. 28 U.CA
para formular el recurso contenciOlCHldministrativo con­
tra la regulación de la tarifa (Hj establecidepor la Orden .
ministerial de 14 de febrero da 1988. y al no haberlo
declarado asl la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo aqul recurrida no he interpretedo los arto. 28
y 32 U,CA en sentido favorable a la afectividad del
deracho a la tutela judicial electiva. an los términos esta­
blecidos por al ar!. 24,1 C.E.• cerrando el accaso a una
resolución sobre el fondo del asunto. por lo que he infrin­
gido el mencionado darecho fundamental y debe otor­
garse el amparo solicitado por la Asociación recurrente.

FALLO

En atención a todo ,lo expuesto. el Tribunal Con.
titucional. POR LAAVTORlOAD QUE LE CONAERE LA CoNSTTt\JClÓH
DE LA NAClóN ESl'AMlLA.

Ha decidido

Otorgar.el ampero solicitado Y. en consecuencia.

1.· Reconocer el derécho a la tutela judicial efectiva
ejercitado por la Asociación da Puertos Deportivos y
Turlsticos de 8aleares.

2.· Anular la Sentencia de 4 de abril de 1990 de
la Sala Tarcera del Tribunal Supremo recaída en el racur­
so contencioS<Hldministralivo núm. 193/86.

3.· Acordar la retroacción de las actuaciones judi­
ciales al mo_nto inmediatamente anterior a la Sen­
tencia dictada. reconociéndose la legitimación activa de
la parte recurrante. para que la Sala Tercera del Tribunal
Supremo resuelva en la forma que estime ajustada a
Derecho.

Publlquese esta Sentencia en el «80letln Oficial del
Estado»,

Dada en Madrid. a dieciséis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Luis López Guerra.-Eugenio Diez
Eimil.-Alvaro Rodrlguez Bereijo.-José Gabaldón
L6pez.-Julio Diego González Campos,-earles Viver
i Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

27994 Sala Segunda, Sentancia 196/1992. da 17
de noviambre. Recurso de amparo
193/1990. Contra Auto del Juzgado de Ins­
trucción número 13 de Madrid que declara
no haber lugar a la nulidad de la vista de la
apelación. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: falta de citación del recurren­
te personado como apelanta en tiempo y
forma.

La Sala Segunda del tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis L6pez Guerra. Presidente;·don Euge­
nio Draz Eimil. don Alvaro Rodriguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Di. González Campos y
don Caries Vover i Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de emparo núm. 193/90. promovido
por don Jorge Manzano Sacristén. representado por la
Procuradora dolla Maria del Angel Senz Amaro y asistido
por el Letredo don José Maria Garcla-Alberios Pére..
en Virtud de designación por el turno de oficio. contra
el auto del Juzgado de Instrucción núm. 13 de Madrid
de 1B de diciembre de 1989. qua declara no haber lugar
a decretar la nulidad de la vista de apelación y la Sen­
tencia dictada por dicho Juzgado en el juicio de faltas
núm. 4.661/87. Ha comperecldo el Minislerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver i Pi-Sun­
yero quien exprese el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El dla 23 de enaro de 1990 tuvo entrada en
este Tribunal solicitud de nombramiento de Abogado
y Procurador de oficio para interponer recurso de amparo
contra el referido Auto del Jazgado de Instrucción núm.
13 de Madrid. por wlnerer el derecho de tutela judicial
efectiva sin indelensión delart.24.1 C.E.

2, El recurso de amparo se contrae. en slntesis. a
los siguientes hechos:

al En el juicio de faltas núm. 4,661/87. el Juzgado
de Distrito núm. 22 de Madrid dictó Santencia por la
que condenó a Rafael Telo Fernéndez y a Jorge Manzano
Sacristán a las penas de quinca dlas de arresto menor
y 16.000 psetas de multa -o quinCl' dlas de arrasto
sustitutorio- a cada uno de ellos. el pago da las indem­
nizaciones qua sa especifican an el fallo y al de las costas
procesales. Dicha Sentencia fue notificada al recurrente
el dla 13 de junio de 1988,

bl El demandante se personó en concepto de ape­
lante en la Secretaria del Juzgado Decano de Madrid.
el día 17 de junio de 198B. para mejorar el recurso
de apelación interpuesto. Personación que por error se
registró en dicho Juzgado Decano con el núm. de juicio
de faltas 466/87. en lugar de con el verdadero
-4.661/87. •

cl Como consecuencia de dicho error. el Juzgado
de Instrucción núm. 13. en el que se tramitó aquella
apelación no le tuvo por personado. tampoco le citó
pera lavista -a la que. en consecuencia. no compareció­
y dictó Sentencia el 30 de noviembre de 1988 en la
que confirmó la apelada.

La Sentencia de segunda instancia tampoco fue noti­
ficada al ahora demandente.

dI Al ir a ejecutarse la anterior. fue cuando el sellor
Manzano SacriStén tuvo conocimiento de la tramitación
y decisión del recurso de apelación sin su asistencia.
Como consecuencia de allo. el dla 20 de noviembre de
1989 efectuó una comparecencia ante el refarido Juz­
gado de Instrucción en la que solicitó la nulidad de las
actuaciones. Acompalló la solicitud de certificación del
Secretario del Juzgado Decano que daba fe a su per­
sonación como apelante.

el El dla 1B de diciembre siguienta al relerido Juz-

P.
ado dictó Auto acordando no haber lugar a decretar

a nulidad de actuaciones. El Auto se fundamenta. en
slntesis. en que contra la Sentencia firme no cabe recurso
alguno y en que el Juez no puede modificar su propia
Sentencia o anular ectos procesalas anteriores a ella
según los arto. 240.2 y 267.1 LO.P.J.. por lo que «la
solución sólo puede aportarla el Tribunal Constitucional
si se formula el co.rrespondiente recurso de amparo».


